El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Luís Octavio Corrales Mejía Vs Departamento de Risaralda y otros.  Rad. 66001-31-05-005-2016-00547-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 5 de diciembre de 2018

Radicación Nro.
66001-31-05-005-2016-00547-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Luís Octavio Corrales Mejía

Demandado:

Departamento de Risaralda y otros 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE JUBILACIÓN / LEY 33 DE 1985 / RELIQUIDACIÓN / FACTORES SALARIALES A INCLUIR CUANDO NO SE DISPONEN EN LA CONVENCIÓN COLECTIVA / SERÁN LOS MISMOS UTILIZADOS PARA PAGAR LOS APORTES AL SISTEMA.
El artículo 3º de la Ley 33 de 1985, modificado por la Ley 62 del mismo año, reza:

“Artículo 1°. (…) Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes”. 

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL4222 de 1º de marzo de 2017, Radicación 44643, sobre el asunto, reiteró el argumento de que los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la pensión de jubilación de un trabajador oficial, serán aquellos sobre los cuales se efectuaron aportes y no sobre todo lo que hubiera percibido o devengado en la última anualidad el trabajador.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, cinco de diciembre de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el DEPARTAMENTO DE RISARALDA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del  Circuito el 21 de junio de 2018, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que le promueve el señor LUÍS OCTAVIO CORRALES MEJÍA y al que fueron vinculados la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP y el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00547-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Luís Octavio Corrales Mejía que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reliquide la pensión de jubilación reconocida por el Departamento de Risaralda incluyendo las primas de navidad y vacaciones y los demás factores salariales legales y convencionales devengados en el último año de servicios y, con base en ello aspira que se condene a la entidad territorial a cancelar la diferencia pensional causada desde el 1º de diciembre de 1992, la indexación de las condenas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios en calidad de trabajador oficial como auxiliar de mantenimiento de obras públicas en el Departamento de Risaralda; mediante la resolución Nº 864 de 1992 la Caja de Seguridad Social del Departamento de Risaralda le reconoció la pensión de jubilación a partir del 1º de diciembre de 1992; la prestación fue calculada con base en el 88% del promedio mensual de salarios devengados durante el último año de servicios, tomando además lo devengado por concepto de festivos; el monto reconocido para el año 1992 fue de $130.922; el 14 octubre de 2010 solicitó la reliquidación de la prestación económica con base en todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios, concretamente las primas de navidad y vacaciones; solicitud que fue negada mediante resolución Nº 1388 de 2010; decisión que fue confirmada ante la interposición de los recursos de ley. Considera que teniendo en cuenta todos los factores salariales, se le debe reconocer una mesada pensional para el año 1992 de $150.945.

El Ministerio Público en cumplimiento de las funciones y atribuciones otorgadas por la Constitución y la Ley, presentó concepto jurídico –fls.43 a 45-, manifestando que de acreditarse que el señor Luís Octavio Corrales Mejía devengó durante el último año de servicios las primas de navidad y vacaciones, deberá reliquidarse su pensión de jubilación y propuso como excepción de mérito la de “Prescripción”.

Al dar respuesta a la demanda –fls.29 a 36- el Departamento de Risaralda aceptó la mayoría de los hechos narrados anteriormente, salvo el valor de la mesada pensional considerada por el actor, respecto del cual expresó que era una apreciación de la parte demandante. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “No aportar las pruebas correspondientes”, “Prescripción” y “La Genérica”.

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP –fls.186 a 201- contestó la demanda argumentando que no le constaban ninguno de los hechos y que no era la legitimada para responder por las cuotas pensionales que se pudieran generar a favor del actor, porque tal entidad por Ministerio de la Ley, funge como sucesora procesal de Cajanal EICE en liquidación, mientras que las condenas que se solicitan en la demanda, van dirigidas en contra del Departamento de Risaralda – Fondo Territorial en Pensiones. En consecuencia, se opuso a las pretensiones y presentó como excepciones de mérito, las que denominó “Inexistencia de la obligación frente a la UGPP”, “Excepciones que el despacho encuentre probadas”, “Prescripción”.

Por su parte, La Nación - Ministerio de Salud y Protección Social –fls.237 a 253-, dio contestación al libelo introductorio, indicando frente a los hechos que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones las de “Falta de legitimación por pasiva”, “Inexistencia de las obligaciones reclamadas”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la facultad y consecuente deber jurídico para reconocer, reajustar, negar, sustituir, liquidar, reliquidar o revisar un derecho pensional”, “Falta de sustento jurídico para la reclamación de reliquidación de la pensión de jubilación” y la “Innominada”.   

En sentencia de 21 de junio de 2018, la operadora judicial de primer grado, con fundamento en una sentencia de tutela proferida por el Consejo de Estado, en la que se consideró que al artículo 1º de la Ley 62 de 1985 debe dársele una interpretación favorable al trabajador, en cuanto a que los factores salariales allí referidos son meramente enunciativos y por lo mismo, se pueden incluir todos los conceptos que haya devengado el trabajador durante el último año, aun cuando sobre los mismos no se haya efectuado cotización al sistema, declaró que el accionante tiene derecho a la reliquidación de la pensión de jubilación reconocida por el Departamento de Risaralda, incluyendo las doceavas partes de la prima de navidad y prima de vacaciones que devengó durante el último año de servicios. En consecuencia, ordenó a esa entidad, procediera a modificar la Resolución No. 864 de 1992 en el sentido de indicar que el valor de la mesada pensional a que tenía derecho el señor Luís Octavio Corrales Mejía para el año 1992, correspondía a $139.414 y la condenó a pagar por concepto de retroactivo pensional la suma de $5.047.877 causado entre el 27 de julio de 2013 y el 31 de mayo de 2018, al declarar probada parcialmente la excepción de prescripción propuesta por el Ministerio Público y el Departamento de Risaralda.
Inconforme con la decisión, la entidad condenada presentó recurso de apelación, argumentando que para la fecha en que el actor causó su derecho pensional, se encontraba vigente la Ley 33 de 1985, que en su artículo 3º establecía los factores salariales que debían tenerse en cuenta para obtener el IBL del último año de servicios, sin que en el mismo se enlistaran la prima de navidad y la prima de vacaciones; adicionalmente, refiere que actualmente existe un nuevo pronunciamiento jurisprudencial de la Corte Constitucional en el que señala que el IBL no fue objeto de transición y en esa medida, los factores salariales a tener en cuenta, son únicamente los dispuestos en la Ley 33 de 1985.     
Al haber resultado condenado el Departamento de Risaralda, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:
¿Tiene derecho el señor Luís Octavio Corrales Mejía a que se le reajuste la pensión de jubilación convencional reconocida por el Departamento de Risaralda mediante la resolución Nº 864 de 1992?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

FACTORES SALARIALES A TENER EN CUENTA PARA LA LIQUIDACION DE LA PENSION DE JUBILACIÓN.

El artículo 3º de la Ley 33 de 1985, modificado por la Ley 62 del mismo año, reza:

“Artículo 1°. (…) Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes”. 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL4222 de 1º de marzo de 2017, Radicación 44643, sobre el asunto, reiteró el argumento de que los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la pensión de jubilación de un trabajador oficial, serán aquellos sobre los cuales se efectuaron aportes y no sobre todo lo que hubiera percibido o devengado en la última anualidad el trabajador.

En esa misma providencia, reiteró  lo expuesto en la sentencia SL8597 de 7 de julio de 2015, Radicación 48000 sobre el mismo asunto, en el que consideró:
“(…) esta Corporación ha indicado de tiempo atrás que el artículo 1 de la Ley 62 de 1985, en desarrollo del artículo 1 de la Ley 33 de 1985, (…) señaló de manera taxativa los factores salariales a tener en cuenta a la hora de liquidar el promedio del salario que sirvió para los aportes en el último año de servicios, al consagrar que “…la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: (…) de modo tal que solo estos factores sirven para la base de los aportes, siendo que cuando la norma se refiere a que “En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes” está haciendo clara referencia a aquéllos y no a otros que se pudieran entender por una interpretación extensiva, pues lo cierto es que la lista del artículo 1 de la Ley 62 de 1985 es taxativa y cerrada y no permite la inclusión de elementos diferentes a los contemplados allí. 

Sobre este punto particular, en la sentencia CSJ SL486-2013, en la que se citó la providencia CSJ SL, 29 may.2012, rad. 44206, esta Sala recordó: 

(…)

En otras palabras, el censor sostiene que, conforme a las Leyes 33 de 1985 y 62 de 1985, se debe reconocer la pensión con base en los factores salariales sobre los cuales se cotizó, sin importar que estos hayan sido incluidos en el ingreso base de cotización por el legislador, es decir, según tal interpretación, los factores a cotizar quedaban a voluntad del cotizante, con la eliminación de un tajo de los establecidos en la norma.

 (…) según lo atrás expuesto, la inteligencia que el censor propone dar a tales normas es equivocada, pues de una interpretación sistemática de los artículos contenidos en la Ley 33 de 1985, con las modificaciones introducidas con la Ley [62] del mismo año, sin duda alguna, se infiere que el legislador sí estableció taxativamente los factores salariales sobre los cuales se debía aportar para tener derecho a la pensión, y, por ende, el IBL se debe determinar con base en dichos factores; la expresión de que <…las pensiones siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes>, no hace cosa distinta que reafirmar la obligatoriedad de tales factores y de los aportes para efectos de establecer el IBL.”
EL CASO CONCRETO

Ninguna discusión se presenta en el presente litigio sobre la condición de pensionado del Departamento de Risaralda que tiene el señor Luís Octavio Corrales Mejía y que esa prestación económica le fue reconocido por haber acreditado los presupuestos exigidos en el artículo 27 de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre la Administración Departamental y el Sindicato de Trabajadores del Departamento de Risaralda que no estableció los factores salariales que habrían de incluirse para obtener el monto de la pensión. 

Así mismo, tampoco existe controversia respecto a la tasa de reemplazo aplicada al momento de liquidar la pensión de jubilación del actor, no solo por lo expresado en la demanda, sino porque tal circunstancia fue aceptada por la entidad accionada en la respuesta que dio al libelo introductorio –fls.46 a 53-.

Lo que es materia de discusión en esta sede, es si para liquidar la pensión de jubilación convencional reconocida al actor, se debían tener en cuenta las doceavas partes de la prima de navidad y prima de vacaciones como lo declaró la a-quo.

Bajo esos parámetros, debe acudirse a la norma vigente para el momento en que se causó la prestación económica y como en el presente asunto ello tuvo lugar el 1º de diciembre de 1992, como se informa en la resolución Nº 864 de 1992 –fls.11 y 12-, la normatividad vigente en pensiones en el sector público era la Ley 33 de 1985, que prevé en el artículo 1º que la tasa de reemplazo que arroja la mesada pensional se le debe aplicar al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios. A su vez el artículo 3º modificado por el artículo 1º de la Ley 62 de 1982, precisa que la base de liquidación para los empleados del orden nacional será la comprendida con la asignación básica, gastos de representación, primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; y que en todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.
Es decir, es esa la base de liquidación que se debe tener en cuenta para liquidar el IBL de las pensiones de jubilación en el sector público, pues nótese que la Ley 33 de 1985 determina de manera concreta cual es la base que se debe tomar para liquidar la prestación económica, sin necesidad de remitir a ninguna otra normatividad para definir esa situación, salvo su modificación, en la que incluyó los factores salariales a tener en cuenta tanto para los trabajadores oficiales de cualquier orden, entre estos, los del orden departamental.

Sentado lo anterior, se tiene entonces que para liquidar la pensión de jubilación del señor Luís Octavio Corrales Mejía, se deben tener en cuenta todos los factores salariales devengados por él entre el 1º de diciembre de 1991 y el 30 de noviembre de 1992 que sirvieron de base para calcular los aportes.

En ese sentido la Secretaría Administrativa de la Dirección de Recursos Humanos del Departamento de Risaralda, certificó que además del salario básico devengado por el señor Luís Octavio Corrales Mejía, en el último año de servicios percibió, para efectos pensionales, dominicales y festivos en cuantía de $496.080; puntualizando que la asignación básica para los años 1991 y 1992 era igual a las sumas de $88.066 y $113.605 respectivamente –fl.29-.

Así las cosas, a la luz del inciso final del artículo 1º de la Ley 62 de 1985 que modificó el artículo 3º de la Ley 33 de 1985, no resulta procedente reliquidar la pensión de jubilación del actor, teniendo en cuenta lo devengado por él durante los meses de diciembre de 1991 y febrero de 1992 por concepto de prima de navidad en cuantía de $80.727 y prima de vacaciones en cuantía de $124.965,5, respectivamente, pues dichos emolumentos no solo no sirvieron de base para calcular sus aportes pensionales, sino que no están previstos en el artículo 1º de la ley 62 de 1985 como aquellos que se debieron tener en cuenta en su momento para esos efectos.
Ahora, previo a efectuar los cálculos respectivos, advierte la Sala que en la Resolución No. 0864 de 1992 –fls.11 y 12-, no se promedió el salario que sirvió de base para efectuar los aportes a pensión durante el último año de servicios del actor, pues dicha entidad, tomó únicamente el salario y el valor de los dominicales y festivos devengados por él durante el mes de noviembre de 1992, los multiplicó por once meses, adicionó el salario de diciembre de 1991 y respecto de ese resultado obtuvo el promedio del salario del último año,  sobre el cual se aplicó la tasa de reemplazo; es decir, no se efectuó el promedio de todos los salarios y dominicales y festivos que sirvieron de base para efectuar aportes durante el último año de servicios como lo dispone la ley, esto es, entre diciembre de 1991 y noviembre de 1992.

Adicionalmente, en la Resolución No. 1654 de 2010 –fls.17 a 22-, por medio de la cual se confirmó el acto administrativo que negó la reliquidación de la prestación económica, se tuvo en cuenta una certificación expedida por Caseris en la que se incluyeron unos valores por concepto de dominicales y festivos que no coinciden con los valores certificados por la Secretaría Administrativa de la Dirección Recursos Humanos del Departamento de Risaralda para los meses de enero y junio de 1992 –fl.29-.

En consecuencia, al realizar los cálculos respectivos y teniendo en cuenta sólo los dominicales y festivos, como se aprecia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, se encuentra que para el 1º de diciembre de 1992 el promedio de los factores salariales para efectos pensionales que recibió el accionante ascienden a $152.816,75, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 88% arroja una mesada pensional para esa anualidad del orden de $134.478,74, es decir, inferior a la que determinó la falladora de primera instancia y mayor a la reconocida por el Departamento de Risaralda en cuantía de $139.414 y $130.922, en su orden, por lo que, tiene derecho el señor Luís Octavio Corrales Mejía a que se le reajuste la pensión de jubilación reconocida por el mencionado ente territorial, misma que para el año 2018 asciende a la suma de $1.302.839,73.

De otra parte, le asiste razón a la falladora de primer grado cuando declaró probada parcialmente la excepción de prescripción propuesta por la parte demandada sobre todas las obligaciones causadas con anterioridad al 27 de julio de 2013, al haberse presentado reclamaciones administrativas por el actor el 16 de abril de 2004 y 14 de octubre de 2010 –fls.79 a 81 y 87 y 87- y al haber instaurado la presente acción ordinaria el 27 de julio de 2016 –fl.35-.

En ese orden de ideas, de acuerdo con las operaciones correspondientes y dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 283 del C.G.P.,  tiene derecho el accionante a que se le reconozca por concepto de diferencia pensional causada entre el 27 de julio de 2013 y el 30 de noviembre de 2018, la suma de $2.978.236.

Se autoriza al Departamento de Risaralda para que descuente de la suma reconocida por concepto de diferencia pensional, el 12% correspondiente a los aportes en salud.

Conforme con lo anteriormente expuesto, se modificaran los ordinales tercero y cuarto de la sentencia objeto de estudio.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:

“TERCERO. ORDENAR al DEPARTAMENTO DE RISARALDA que proceda a modificar la Resolución No. 0864 de 1992 en su parte motiva y resolutiva, indicando que el promedio total de todos los salarios devengados por el señor LUÌS OCTAVIO CORRALES MEJÍA durante el último año de servicios para efectos de la liquidación de su pensión de jubilación, ascienden a la suma de $152.816,75 para el año 1992 y por lo tanto, la mesada pensional para esa anualidad equivale a $134.478,74.”

CUARTO. ORDENAR al DEPARTAMENTO DE RISARALDA que reconozca y pague a favor del señor LUÍS OCTAVIO CORRALES MEJÍA por concepto de diferencia pensional causada entre el 27 de julio de 2013 y el 30 de noviembre de 2018, la suma de $2.978.236”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de junio de 2018.

Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                  ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ
Secretario
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